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Resumen
A partir de una revisión de la literatura sobre economía popular y solidaria, así como de un 
estudio empírico que incluyó entrevistas estructuradas y semiestructuradas y observación 
participante, el artículo tiene un doble objetivo. En un primer momento se restituyen las 
cuatro trayectorias institucionales que dieron lugar al reconocimiento político y jurídico 
de la economía solidaria (ES) y su inscripción en las políticas públicas en el Ecuador. En 
un segundo momento se propone una clasificación de cuatro tipos de iniciativas de ES, la 
cual se relaciona con las trayectorias institucionales expuestas. A la luz del ideal-tipo de 
EMES y los trabajos de Coraggio et al. (2015), se identifican las principales características 
diferenciadoras de los cuatro tipos de iniciativas, con respecto a su forma jurídica, la misión, 
la estructura de gobierno, los recursos movilizados, entre otros criterios. Finalmente se 
ilustran los tipos de organización (existentes y emergentes) que operan en los distintos 
campos de actividad económica en el panorama ecuatoriano.
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Abstract
On the basis of a review of the existing literature on popular and solidarity economy as 
well as an empirical study including structured and semi-structured interviews and partici-
pant observation, the aim of the article is twofold. First, we present the four institutional 
paths that led to the political and legal recognition of solidarity economy (SE) and its 
enrollment in public policies in Ecuador. Second, we suggest a typology of SE initiatives 
that arises from those four institutional paths. In the light of the ideal-type proposed by 
EMES and the work of Coraggio et al. (2015), we identify the main distinctive features of 
the four models, regarding their legal forms, type of mission, governance structure, and 
resources, among other criteria. These models are then illustrated in different fields of 
activity, both established and emerging ones, in the Ecuadorian landscape.
Keywords: solidarity economy, typology, institutionalization, historical paths.
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Introducción
Los distintos actores que promueven experiencias de 
economía alternativa al modelo capitalista privado y al mode-
lo público estatal se reconocen a sí mismos a través de con-
ceptos históricamente instituidos como el cooperativismo y el 
asociativismo popular, junto a expresiones más recientes como 
“economía social”, “economía solidaria”, “economía del trabajo”, 
entre otros. Estas últimas denominaciones surgieron a partir de 
las contribuciones teóricas y conceptuales de académicos lati-
noamericanos desde los años 80 (Coraggio, 1999; Razeto, 1984; 
Singer, 2006), quienes han analizado las prácticas de producción, 
intercambio, consumo y financiamiento de bienes y servicios, 
impulsadas por objetivos distintos a la única finalidad de maxi-
mización de beneficios. Estos conceptos han adquirido relevan-
cia en el debate público en un marco de antineoliberalismo y de 
activismo antiglobalización, promovido desde las organizaciones 
de la sociedad civil en las últimas tres décadas, particularmente 
a partir del Foro Social Mundial de 2001.
Desde la segunda mitad de los años 2000, el auge de la 
denominada “nueva izquierda”, asimilada en el discurso de va-
rios gobiernos de América del Sur (Ellner, 2012), ha contribuido 
a la construcción conceptual y práctica de varias experiencias 
de institucionalización de la economía solidaria (ES) (Corag-
gio, 2013; Hillenkamp y Wanderley, 2015; Lemaître et al., 2011). 
Estas experiencias han sido analizadas como parte de un proyec-
to de transformación del Estado, impulsado por un aparente giro 
postneoliberal (Ettlinger y Hartmann, 2015; Molyneux, 2008). 
En este marco, desde el 2008, la Constitución ecuatoriana reco-
noce un sistema económico “social y solidario” que incluye todas 
las formas de organización pública, privada y mixta, así como un 
sector “popular y solidario” (LOEPS, 2011, art. 283). Este último 
incluye los sectores cooperativo, asociativo, comunitario y las 
unidades económicas populares (LOEPS, 2011, art. 8). El término 
de “economía popular y solidaria” es así la categoría utilizada 
por las autoridades del Estado ecuatoriano para el diseño e im-
plementación de una serie de planes de gobierno destinados a 
este sector (Nelms, 2015).
A partir de una revisión de la literatura científica y del 
análisis documental (intercambios escritos, informes adminis-
trativos, legislación, entre otros), entrevistas semi-estructuradas2 
(miembros de organizaciones de ES, autoridades públicas y re-
presentantes de redes, entre otras estructuras de apoyo a la ES) 
y la observación participante, el artículo tiene un doble objetivo. 
Por una parte se restituye las cuatro trayectorias instituciona-
les que han dado lugar al reconocimiento político y jurídico de 
las iniciativas que se identifican bajo el término de economía 
solidaria (ES). Por otra parte se propone una tipología de las ini-
ciativas de ES en el Ecuador, la cual se relaciona con las cuatro 
trayectorias institucionales presentadas.  
En un primer momento, el análisis se sitúa en los con-
ceptos de institucionalización y de arraigo político (Lemaître, 
2009). Posteriormente, a través de una mirada diacrónica, se 
describe el proceso de construcción del campo de la ES en el 
Ecuador, como resultado de una relación de influencia recíproca 
entre diferentes categorías de actores (iniciativas socioeconómi-
cas, estructuras intermedias y autoridades públicas). En un tercer 
momento, a la luz del ideal-tipo propuesto por EMES (Defourny 
y Nyssens, 2013) y los trabajos de Coraggio et al. (2015), se iden-
tifican los cuatro modelos organizacionales de ES en el Ecuador. 
Para ello se presentan las características diferenciadoras de cada 
ideal-tipo con respecto a su forma jurídica, la misión, la estruc-
tura de gobierno, los recursos movilizados, entre otros criterios. 
Adicionalmente se ilustra brevemente la tipología propuesta se-
gún los distintos campos de actividad económica en el Ecuador. 
El artículo concluye con algunas propuestas de análisis para la 
agenda de investigación de la economía solidaria. 
La institucionalización de la ES a la 
luz del arraigo político
La literatura científica sitúa a la economía solidaria en-
tre las esferas pública y privada, en la medida que las iniciativas 
asociadas a este concepto son susceptibles de contribuir a la de-
finición de cuestiones de interés general por medio de sus múl-
tiples objetivos (económicos, sociales y políticos) (Laville, 2005b; 
Lemaître et al., 2011). Desde esta perspectiva, Habermas (1986, 
1997) plantea la capacidad potencial de las iniciativas de la so-
ciedad civil (entre ellas las iniciativas de ES) de ejercer acción 
pública. Esta última, más allá de la actividad de los poderes del 
Estado, incluye toda acción ciudadana articulada al espacio pú-
blico (Habermas, 1986, 1997), mismo que se refiere al bien común 
(Laborier y Trom, 2003). Es así que Fraser (1990) propone superar 
la separación formal y determinista que se ha asimilado entre las 
esferas económica y política desde los enfoques neoclásicos (ver 
Bauwens, 2013, para una perspectiva crítica a estos enfoques).
En esta línea, autores como Coraggio et al. (2015) sos-
tienen que la articulación entre ambas esferas – materializada 
en las prácticas de las iniciativas de ES – permite la creación de 
condiciones propicias para la realización de un proyecto de de-
mocratización de la economía. En el caso del Ecuador, este pro-
yecto consistiría en la consecución del “Buen Vivir”, como nue-
vo paradigma de desarrollo (para un análisis de esta propuesta 
2 Entre abril y junio de 2015 se condujo 24 entrevistas semiestructuradas a líderes y miembros de iniciativas de ES, representantes de estructuras 
intermedias (ONG y redes de promoción de las iniciativas), y funcionarios y autoridades del gobierno central. Para la selección de entrevistados, se 
consideró interlocutores que participaron en las asambleas de diálogo social, celebradas durante la construcción de la Constitución de 2008 y de 
la Ley de Economía Popular y Solidaria (LOEPS) en 2011, así como actores que no participaron en estos procesos. El objetivo de esta decisión fue 
reducir el sesgo de selección a favor de una posición “pro participación” (Gallegos y Espinosa, 2012) frente a otras posturas menos participativas.
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macrosocietal, ver Acosta, 2010; Escobar, 2010; Sarrade-Cobos, 
2015). De ahí la importancia de analizar el proceso de institucio-
nalización de la ES en este contexto particular. 
Para Salamon y Anheier (1998), el término de institucio-
nalización se refiere a todo proceso que aporta estabilidad y re-
currencia de determinadas prácticas socioeconómicas. En el caso 
de la ES, el término de institucionalización conduce por un lado 
a la construcción de un “campo de actores” (Ruiz Rivera y Lemaî-
tre, 2015) cuya racionalidad no consiste en la acumulación capi-
talista, sino a la consecución de alternativas a la propuesta de la 
modernidad neoliberal; y por otro lado se refiere a la inscripción 
de estos actores en la acción pública (Jubeto Ruiz et al., 2014).
Varios autores (Coraggio, 2013; Defourny et al., 1999) 
señalan que el fenómeno de institucionalización de la ES está 
directamente relacionado con la evolución de las políticas pú-
blicas. Para estos autores, la institucionalización implica, más es-
pecíficamente, el proceso de construcción de una legislación y 
un aparato estatal favorable a la sostenibilidad de las iniciativas 
socioeconómicas. Este enfoque se centra en la construcción del 
entorno institucional (visto como el conjunto de normas – for-
males o no – en diferentes escalas y registros) en el cual operan 
las iniciativas de ES, mismo que moldearía sus objetivos y prácti-
cas (Coraggio et al., 2015). De manera más precisa, el análisis de 
la institucionalización de la ES se focaliza en los diversos meca-
nismos a través de los cuales las iniciativas adoptan los diferentes 
marcos legales y políticos, y cómo éstas modifican o adaptan, a su 
favor, las estructuras institucionales existentes. Sin embargo, esta 
lectura admitiría, a priori, que las relaciones entre las iniciativas 
de ES y su entorno institucional se producen de manera unívoca. 
Así, contrariamente a una relación de contingencia, pro-
pia a los planteamientos de la “nueva economía institucional”, 
autores como Vaillancourt (2009) y Laville et al. (2012) demues-
tran que las iniciativas de ES tienen incidencia en los marcos 
institucionales de manera que pueden contribuir al diseño de 
políticas públicas. En América Latina, un gran número de tra-
bajos teóricos y empíricos en diferentes disciplinas (ver, por 
ejemplo, la obra de Laville, 2005a) han examinado la dimensión 
pública de los denominados “nuevos sujetos políticos”, entre los 
cuales el autor sitúa a las iniciativas de ES. Los estudios en este 
campo han priorizado, sin embargo, el nivel microorganizacional 
frente al macroinstitucional (Sousa y Toye, 2014). Concerniente 
al segundo nivel, autores como Hillenkamp y Wanderley (2015), 
Wanderley et al. (2015), Hintze (2013) sostienen que, en Sud-
américa, las experiencias de inscripción de la ES en la acción 
pública han sido, en algunos casos (ej., Venezuela), el resultado 
de una estrategia proactiva impulsada unilateralmente por el 
Estado, y en otros casos (ej. Brasil), el producto de una relación – 
en tensión – entre la intervención estatal y la incidencia política 
de las iniciativas de ES. 
Este último enfoque se refiere al fenómeno de arraigo 
político, el cual consiste en las distintas modalidades de interac-
ción entre las iniciativas de ES y su contexto institucional, desde 
una hipótesis de influencia recíproca, contraria a un carácter 
unilateral del proceso (Lemaître, 2009). Así, el arraigo político 
implicaría la capacidad de las iniciativas socioeconómicas de 
ejercer acción pública. Para efectos del presente artículo, este 
concepto se operacionaliza por medio de tres criterios: (i) el re-
conocimiento y la participación de las iniciativas en el debate 
público, (ii) la construcción de un actor político reconocido en 
el espacio público (ej., movimiento social), y (iii) la participación 
de las iniciativas en el diseño y el desarrollo de políticas públicas.
Cuatro trayectorias institucionales 
de economía solidaria
Desde un enfoque institucional e histórico (Polanyi, 1944), 
según el cual la economía está encastrada en las esferas social 
y política, Ruiz Rivera y Lemaître (2015) sugieren que la institu-
cionalización de la ES en el Ecuador es el resultado de una serie 
de relaciones de influencia recíproca entre diferentes categorías 
de actores: las iniciativas socioeconómicas provenientes de varias 
trayectorias institucionales, las estructuras intermedias (como la 
Iglesia, las ONG y las plataformas sociales), y el poder guberna-
mental. En algunos momentos, estas relaciones respondieron a 
una lógica ascendente (bottom-up) y, en otros, derivaron de ac-
ciones deterministas por parte del Estado (top-down). A continua-
ción se presenta las cuatro trayectorias institucionales considera-
das como fuentes de institucionalización de la ES en el Ecuador.
La tradición cooperativista
Desde sus orígenes, a principios del siglo XX, el coope-
rativismo ecuatoriano es un campo heterogéneo en cuanto a 
la naturaleza y al objetivo de sus actividades (ver Da Ros, 2007; 
Miño, 2013 para un análisis exhaustivo del cooperativismo 
ecuatoriano). El tipo de arraigo político del cooperativismo en el 
Ecuador se asocia con un oportunismo político que, en términos 
de Halfpenny y Reid (2002), se caracteriza por la instrumentali-
zación histórica del modelo cooperativista por distintos actores 
como los gobiernos y las élites socioeconómicas a favor de sus 
intereses sectoriales.
Desde la segunda mitad del siglo XX, el cooperativismo 
ecuatoriano3 alcanzó reconocimiento en el debate público y en 
3 En las zonas urbanas, las cooperativas surgieron como grupos formales, compuestos por industriales a pequeña escala, trabajadores asalariados y 
comerciantes de clase media vinculada al partido socialista y a las iniciativas de la Iglesia Católica. La misión de estas organizaciones era asegurar la 
asistencia mutua y la defensa profesional en ausencia de programas públicos de protección social. En las zonas rurales, donde la organización social 
se basa en las comunidades indígenas, varios grupos campesinos se consolidaron progresivamente bajo la figura de federaciones agrarias. Parte de 
su misión era reivindicar el derecho a la propiedad colectiva de la tierra y a una mayor representación política (Clark y Becker, 2007)
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las políticas gubernamentales, mediante la acción de estructu-
ras como la Iglesia Católica y los organismos internacionales de 
desarrollo (ej., la Agencia Americana para el Desarrollo Inter-
nacional – USAID) (Miño, 2013). Estas estructuras intermedias 
se enfocaron en el fortalecimiento y la reproducción del sector, 
por lo que su rol fue determinante en la inscripción del mode-
lo cooperativista en la acción pública estatal. Desde una visión 
modernizadora, los programas gubernamentales promovieron el 
modelo cooperativista como principal operador para la ejecu-
ción de programas emblemáticos4. Así, durante las décadas de 
los años 50 y 60, con el apoyo financiero de las agencias de 
desarrollo, el Estado impulsó la conformación de dos tipos de 
cooperativas: agrícolas, y de ahorro y crédito (Chiriboga, 1987). 
Las primeras respondían al objetivo de aumentar la productivi-
dad agrícola frente a la necesidad de incrementar el volumen 
de exportaciones de cacao y banano. En el caso de las segundas, 
éstas asumieron el rol de proveedor de recursos financieros para 
la consecución del desarrollo industrial (Larrea y North, 1997).
Adicionalmente, como parte de las recomendaciones de 
la 49ª Conferencia de la Organización Internacional del Trabajo 
de 1965, se enfatizó la importancia de la integración del sector 
cooperativo. Tanto la Iglesia católica como las agencias de desa-
rrollo (en un contexto de la “Alianza para el progreso”) contribu-
yeron a la creación de organismos nacionales de representación, 
como uniones y federaciones, que reunían a organizaciones de 
una misma rama de actividad económica. El objetivo de esta 
campaña fue facilitar la expansión numérica y geográfica del 
modelo cooperativista5. Sin embargo, las prácticas de las coope-
rativas creadas durante este período se caracterizaron por el pre-
dominio de un proyecto de acumulación material en detrimento 
de un proyecto solidario explícito (Miño, 2013). Por su parte, las 
élites socioeconómicas (propietarios de industrias cacaoteras y 
bananeras) instrumentalizaron el discurso y la figura coopera-
tivista, con el propósito de acceder a beneficios y subvenciones 
públicas, lo cual conllevó a la configuraron de relaciones clien-
telares con el Estado (Ortiz Lemos, 2014).
Estudios de caso sobre las cooperativas ecuatorianas de 
amplia trayectoria en los sectores de la producción y de las 
finanzas (Ruiz Rivera, 2014) sugieren que las organizaciones 
que habrían sido objeto de las políticas públicas de moderni-
zación de los años 60 y 70, y que hubieren alcanzado un creci-
miento económico y organizacional acelerado, no anticiparon 
los desafíos de gobernanza que conlleva ese tipo de trayecto-
ria. Así, las prácticas de isomorfismo mercantil (Bidet, 2003), 
entendidas como la imitación de un modelo de acumulación 
propio a la empresa de capital, se asocian a la fragilidad de los 
mecanismos de control entre los miembros de estas iniciativas, 
así como al debilitamiento de su autonomía frente a actores 
externos. Una característica común entre estas organizaciones 
fue la deserción gradual de sus socios durante los períodos de 
crisis derivados de las políticas económicas neoliberales de los 
años 80 y 90.
Economía popular y rol de las 
estructuras intermedias
Las prácticas económicas basadas en principios como la 
solidaridad y la reciprocidad horizontal son inherentes a las co-
munidades andinas6 (Kleymeyer, 1994). A partir de 1970, tras 
la acción colectiva del movimiento campesino para el recono-
cimiento del mundo rural en la política pública, las prácticas 
económicas basadas en el trabajo autogenerado comenzaron a 
ser aprehendidas como formas de organización no asimilables a 
una economía informal en vías de modernización. Esta segun-
da trayectoria se refiere al asociativismo, cuya raíz se sitúa en 
la economía popular rural, pero surgió también en la economía 
popular urbana como medio de resistencia contra la exclusión 
del mercado laboral formal en un contexto de insuficiente ex-
pansión de la sociedad salarial (Hillenkamp, 2009).
Al igual que el cooperativismo tradicional, el fortaleci-
miento de las iniciativas de trabajo autogenerado, y su inclusión 
en el debate público, fueron posibles mediante el apoyo de es-
tructuras intermedias. La Iglesia católica progresista, militante 
por la teología de la liberación7, y las organizaciones no guber-
namentales (ONG) de desarrollo jugaron un rol clave en la acción 
colectiva de los grupos socioeconómicos en situación de preca-
riedad (Ruiz Rivera y Lemaître, 2015). Por una parte, con base a 
valores como la solidaridad y la caridad cristiana, las comunida-
des eclesiales de base contribuyeron a generar las condiciones 
necesarias para superar la marginación y la inseguridad histó-
ricamente construidas en cuanto al acceso a recursos (Calvo y 
Morales, 2013). Por otra parte, las ONG de desarrollo impulsaron 
las prácticas de producción y de comercialización comunitaria8 
en las zonas rurales del país (ver Espinosa, 2010 para un análisis 
4 El Estado facilitó la creación de entidades orientadas a la promoción y a la regularización del sector cooperativo. La Dirección Nacional de 
Cooperativas se creó en 1961 como la institución responsable del diseño e implementación de programas orientados a la capacitación y asistencia 
técnica de las organizaciones (Jácome y Ruiz Rivera, 2013).
5 Según Hübenthal (1987), 4.378 cooperativas de producción operaban en 1982 frente a 2.280 organizaciones activas en 1973 (para un análisis 
diacrónico de este sector, ver Da Ros, 2007; Miño, 2013).
6 La minga y el ayni son formas tradicionales de ayuda mutua entre los miembros de una comunidad en tiempos de necesidad o de crisis.
7 Tras el II Concilio Vaticano en la década de 1960 que promovía una relación entre evangelización y compromiso social.
8 En 1991, bajo la impulsión de Maquita Cushunchic, nació la Red Latinoamericana de Comercialización Comunitaria (RELACC), cuyo objetivo es la 
construcción de un mercado solidario alternativo al mercado neoliberal en tres niveles: local, regional y suprarregional (Espinosa, 2010). Se trata de 
la estructuración de circuitos cortos de intercambio entre productores a proximidad territorial del Sur y consumidores del Norte.
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de caso exhaustivo). Estas estructuras de apoyo promovieron la 
construcción de espacios de encuentro entre productores y con-
sumidores en una lógica de comercialización directa (ej., tiendas 
vecinales y comunitarias, cooperativas de consumo, ferias loca-
les y, posteriormente, las redes de comercio justo9). 
La acción de ambos tipos de actores (Iglesia y ONG) fue 
decisiva para los procesos de empoderamiento de los produc-
tores. En primer lugar, las estructuras de apoyo impulsaron la 
creación de espacios democráticos al interior de las iniciativas; 
es decir, aquellas estructuras que facilitaban la toma colectiva 
de decisiones (ej., asambleas generales); y en segundo lugar, la 
creación de espacios públicos de proximidad que consistían en 
encuentros para la afirmación de los lazos sociales entre pares, 
así como la discusión de temas de interés común. Este tipo de 
acciones permitieron el paso de tácticas de supervivencia de 
productores individuales hacia estrategias de participación po-
lítica y colectiva. 
Según Andino (2013), las estructuras de apoyo desem-
peñaron un papel de interlocutores de las iniciativas de base en 
lo referente a sus necesidades (ej., acceso a materias primas y a 
espacios de trabajo, así como políticas redistributivas y de acceso 
a sistemas de protección social). Esta dinámica condujo a una 
difusión de conceptos como “economía solidaria” y “comercio 
justo” superando una noción de economía informal en el debate 
público; espacio en el cual se incluyó una visión crítica al orden 
económico mundial y al paradigma de desarrollo hegemónico 
que acentúa las inequidades entre regiones. 
Esta segunda trayectoria se refiere así a una interpreta-
ción de la ES desde el trabajo autogenerado y el comercio justo. 
La modalidad de arraigo político de estas iniciativas10 consistió 
en la búsqueda e integración de un objetivo político en las prác-
ticas económicas. Esta integración de una dimensión política de 
la ES fue impulsada por una intensificación de las acciones de 
las estructuras intermedias hacia la creación de espacios públi-
cos. Sin embargo, la participación de las iniciativas de ES en las 
políticas nacionales es todavía secundaria en relación a la reali-
zación de sus objetivos económicos y sociales. Estos últimos con-
tinúan siendo prioridades para la sostenibilidad de las iniciativas.
Movimientos sociales y construcción 
de un actor político
Desde comienzos del siglo XX, el activismo antineolibe-
ral y antiglobalización de las organizaciones de la sociedad ci-
vil ganaron importancia en el debate público en espacios tanto 
nacionales como regionales (ej., los foros sociales mundiales a 
partir de 2001). Es así que algunas iniciativas de las trayectorias 
anteriores encontraron en los movimientos sociales un meca-
nismo para ejercer nuevas formas de acción colectiva hacia la 
búsqueda de un cambio social y político. 
La misión predominante de las iniciativas de ES se ubica 
en la dimensión socioeconómica, en la medida que comprende 
la creación de empleo y la generación de ingresos para asegurar 
las condiciones de vida de sus miembros (Coraggio, 1999). Por 
su parte, los movimientos sociales persiguen, en principio, obje-
tivos de transformación social, lo cual responde a su naturaleza 
política (Petras, 2008). Sin embargo, durante la década de los 
90, ambos tipos de actores coincidían en la radicalización de 
una crítica contra el neoliberalismo (Escobar, 2010). Es así que 
la inscripción de ciertas iniciativas socioeconómicas en la ac-
ción de los movimientos sociales permitió a las primeras alcanzar 
mayores espacios de participación política (Para un análisis de 
la articulación de la ES y los movimientos sociales, ver Scarlato, 
2013). Por ejemplo, durante el crecimiento del capitalismo agra-
rio, la Confederación de Nacionalidades Indígenas del Ecuador 
(CONAIE), creada en 1986, se convirtió en el frente de la lucha 
popular de los grupos campesinos, trabajadores rurales y grupos 
urbanos empobrecidos (Petras y Veltmeyer, 2001). El discurso de 
la CONAIE articulaba la crítica hacia el modelo hegemónico con 
reivindicaciones étnicas, particularmente el reconocimiento de 
un estado plurinacional (Schaefer, 2009). Por tanto, las iniciati-
vas de productores (principalmente de la región andina), cuyas 
demandas sociales eran convergentes con la CONAIE se imbrica-
ron gradualmente con el movimiento indígena.
Adicionalmente, cada vez más interconectadas median-
te la inscripción en redes a diferentes escalas (locales y regio-
nales), las iniciativas ecuatorianas que reivindicaban “otra for-
ma de hacer economía”, comenzaron a movilizar un discurso 
común basado en la solidaridad como principio económico de 
funcionamiento, cuyo modo de integración es la reciprocidad 
horizontal (Jubeto Ruiz et al., 2014). Para las iniciativas, este 
criterio explícito las distingue de la economía popular y de la 
economía de capital. 
En Ecuador existen varias plataformas de actores que 
militan por esta concepción de la economía. A priori, estos ac-
tores han buscado cumplir un papel protagónico en términos 
de incidencia política. Entre ellas, el “Movimiento de Economía 
Social y Solidaria del Ecuador” (MESSE), creado en 2006, es una 
red de actores que, más allá de perseguir la incidencia política 
en beneficio del sector, provee servicios de asistencia técnica, 
apoyo a la comercialización y al acceso a recursos financie-
ros de las iniciativas-miembro (Aguilar Baéz, 2014). No obs-
tante, una agregación de las redes ecuatorianas de economía 
solidaria (incluyendo el MESSE) hacia la conformación de un 
movimiento social unificado ha sido parcial. La acción política 
de cada red resulta aún limitada ya que no ha trascendido sos-
9 Dentro del asociativismo popular, y en el marco de la comercialización comunitaria, surge la trayectoria del comercio justo. Esta última introduce 
la fijación de un precio más alto que el establecido en el mercado capitalista que valore el trabajo de los productores (Espinosa, 2010, p. 56). Los 
años 90 se caracterizaron así por las experiencias de articulación de estas iniciativas en redes de comercio justo regionales.
10 Por ejemplo, se estima que en el 2012 existían aproximadamente 14000 organizaciones comunitarias (SEPS, 2013).
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tenidamente en el espacio público y, por lo tanto, encuentra 
limitaciones para ser reconocida por las autoridades estatales 
como el portavoz de la ES. Estas limitaciones obedecen por un 
lado a las restricciones institucionales que debilitan la dimen-
sión participativa de las redes, y por otro lado a una ruptura e 
incluso fragmentación del trabajo colectivo entre las distintas 
plataformas sociales. Para Andino (2013), esta situación res-
pondería, entre otros factores, a procesos de cooptación e ins-
trumentalización de los actores sociales. 
Esta trayectoria institucional de la ES – imbricada en 
la tradición de los movimientos sociales – introdujo una re-
ferencia normativa del sector, relativa a otro modo de pro-
ducción, intercambio, y consumo, el cual se basa, más allá de 
las prácticas no utilitaristas, en un proyecto político explícito. 
Es así que la inscripción de las iniciativas en las diferentes re-
des, como el MESSE, condujo a una intensa movilización co-
lectiva hacia la cuarta fuente de institucionalización de la ES 
en el Ecuador: la adopción en 2008 de una nueva Constitución 
que reconoce una economía popular y solidaria y define su rol 
en las políticas públicas.
Marco institucional desde 2008: 
reconocimiento y formalización de la 
economía popular
Tras períodos recurrentes de inestabilidad política y de 
movilización social (por ejemplo, desde el movimiento indígena 
en oposición al acuerdo de libre comercio con Estados Unidos), 
Rafael Correa fue elegido presidente constitucional en 2006. Su 
programa de gobierno se caracterizó por una crítica a los enfo-
ques neoliberales y un reconocimiento de la importancia de la 
economía popular y solidaria en la economía nacional (Becker, 
2011). Su discurso se basó en lo que se denomina “socialismo del 
Siglo XXI”, que según autores como Rovira Kaltwasser (2011) y 
Morales López (2012) implica el retorno del Estado en su papel 
regulador sin extinguir la acción colectiva innovadora, ni la par-
ticipación ciudadana en la acción pública. En este contexto, una 
de las primeras acciones de transformación emprendidas por el 
gobierno fue la creación de una asamblea constituyente, cuyo 
objetivo fue redactar una nueva Constitución política (Yates y 
Bakker, 2014).
Esta Constitución reconoció por primera vez la pluralidad 
económica, en la medida que considera las formas de organi-
zación privada, pública, mixta y un sector popular y solidario 
(LOEPS, 2011, art. 283). La Ley Orgánica de la Economía Popular 
y Solidaria y del Sector Financiero Popular y Solidario (LOEPS) de 
2011 operacionalizó este concepto de la economía al establecer 
un marco legal y un proceso de reforma burocrática para el re-
conocimiento de la economía popular y solidaria en el diseño de 
la política pública (Nelms, 2015). La Agenda de la Revolución de 
la Economía Popular y Solidaria (AREPS) plantea, desde el mismo 
año, un conjunto de programas y proyectos emblemáticos para 
la promoción, la coordinación y el fortalecimiento del sector 
desde el Estado (Wanderley et al., 2015). 
En este contexto, una definición formal de la economía 
popular y solidaria, así como una serie de principios11 fueron 
identificados colectivamente12 a través del diálogo social en-
tre diversos actores. Mediante encuentros periódicos (cerca de 
17 talleres nacionales), los actores de ES identificaron los valo-
res que los distinguirían respecto de otras formas económicas 
propias a los sectores público estatal y privado capitalista. Los 
valores mencionados con frecuencia y de manera explícita en 
los discursos de los actores y las autoridades públicas fueron: la 
solidaridad, la cooperación, la reciprocidad y la complementa-
riedad. Todos ellos fueron también considerados como atributos 
del Buen Vivir. 
En cuanto a las políticas de promoción de la economía po-
pular y solidaria derivadas de este reconocimiento institucional, 
éstas insisten en las dimensiones asociativa y empresarial de los 
microemprendimientos. Con el fin de mejorar la productividad, 
la eficiencia y la competitividad de sus actividades económicas, 
los programas nacionales desde 2011 se centran en acciones 
que facilitan el acceso a mercados, fuentes de financiamiento y 
medios de producción (Castelao Caruana y Srnec, 2012, p. 123). 
Paralelamente, las acciones de normalización y control tienen una 
presencia significativa en el nuevo marco institucional. Es así que, 
desde 2012, el Estado ha emprendido a un proceso de registro na-
cional estandarizado para la cuantificación y la formalización de 
las iniciativas económicas de los sectores cooperativos, asociativos 
y comunitarios (Jácome y Ruiz Rivera, 2013).
La formalización deviene así una condición para que las 
iniciativas de ES puedan ser incorporadas en los programas públi-
cos, orientados a facilitar el acceso a diferentes tipos de recursos. 
Por ejemplo, los programas de compras públicas apuntan a la ar-
ticulación de la oferta de las iniciativas de ES como proveedores 
de bienes y servicios a la demanda de instituciones gubernamen-
tales, que previamente se externalizaba a contratistas privados 
con una lógica de capital. Así, aquellos emprendimientos de eco-
nomía popular – esencialmente informales – tienden a registrar-
se bajo la figura legal de asociaciones de producción. Según los 
funcionarios del Estado, la reducción de los costos de transacción 
es una de las principales motivaciones para la elección de esta 
11 En cuanto a los principios, la LOEPS establece: “la búsqueda del buen vivir y del bien común; la prelación del trabajo sobre el capital y de los 
intereses colectivos sobre los individuales; el comercio justo y consumo ético y responsable; la equidad de género; el respeto a la identidad cultural; 
la autogestión; la responsabilidad social y ambiental, la solidaridad y rendición de cuentas; y la distribución equitativa y solidaria de excedentes” 
(Artículo 4).
12 Durante 11 meses se organizaron mesas de diálogo social que reunían a cerca de 1 800 activistas, líderes comunitarios, gerentes de cooperativas, 
movimientos sociales y representantes de las redes de economía solidaria (Muriel, 2012).
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figura legal frente a otra figura, como la de cooperativa. Se ob-
serva así un aumento progresivo de iniciativas registradas bajo 
la figura legal de asociación en los últimos tres años: en 2015 se 
contabilizaron 5.223 asociaciones de productores frente a 3.959 
registradas en 2014 y 1.683 en 2012 (Jácome, 2016).
Este proceso de registro es el punto de partida de una 
nueva vertiente de emprendimientos de economía popular. Las 
exigencias actuales de la práctica burocrática, conjugada a la he-
terogeneidad de las iniciativas de ES (en términos de tamaño y 
de lógicas de funcionamiento), conducirían a lo que Nelms (2015, 
p. 119) denomina “instrumentalización de la dimensión social” 
por parte de ciertas iniciativas y de los funcionarios de Estado. 
Estos últimos, para la selección de beneficiarios de los programas 
públicos, y con el fin de reportar la evolución de indicadores so-
ciales (ej., aquellos relacionados con la creación de empleo), dan 
prioridad a criterios basados en el tamaño de las iniciativas a 
expensas de la existencia (o no) de valores propios de la ES.
La cuarta trayectoria institucional no se identifica nece-
sariamente con una lógica comunitaria o con las prácticas de 
gestión y control democráticos. En este caso, las iniciativas no 
se reconocen como un proyecto socioeconómico y político al-
ternativo al modelo capitalista. Para ellas, el término de ES se 
refiere a una oportunidad para su inscripción en los programas 
de promoción del Estado13. Esta vía de institucionalización es la 
más reciente, y su modalidad de arraigo político consistiría en 
una estrategia pragmática por parte de las iniciativas, las cuales 
se identifican como parte de la ES a partir del marco institucio-
nal de 2008.
Institucionalización de la ES: cuatro 
tipos de iniciativas
El análisis histórico sugiere que el proceso de institucio-
nalización de la ES en el Ecuador es el resultado de una serie 
de relaciones recíprocas que reflejan tensiones entre las iniciati-
vas (cooperativas y asociaciones arraigadas o no en movimien-
tos sociales), las estructuras intermediarias (ONG, fundaciones 
eclesiásticas, redes y federaciones) y la intervención estatal. Este 
proceso condujo a un amplio reconocimiento e inscripción de las 
iniciativas de ES en el debate público. En determinados períodos, 
las interacciones entre las distintas categorías de actores fueron 
determinadas por una lógica ascendente (bottom-up). De ahí la 
trayectoria de las iniciativas arraigadas en movimientos sociales 
que permitió construir las condiciones para la reproducción de 
la ES reafirmando un proyecto distinto a la única maximización 
de beneficios mediante la integración de una dimensión polí-
tica. En otros períodos, las prácticas de institucionalización se 
produjeron desde una lógica descendente (top-down) la cual 
está modificando la naturaleza de las iniciativas existentes. 
La trayectoria de aquellos emprendimientos de economía popu-
lar ilustra este tipo de relación. Con el fin de acceder a recursos 
públicos mediante la participación en programas gubernamen-
tales, las iniciativas optan por formalizarse bajo la figura de ES, 
sin la consecución de un proyecto solidario implícito.
Este análisis sugiere asimismo que las trayectorias exa-
minadas habrían dado lugar a distintas categorías de ES en el 
Ecuador. Con el objetivo de apoyar este argumento, se combinó 
la lectura histórica con un análisis de cómo varias categorías de 
actores construyen hoy en día sus discursos que los reivindican 
como ES. Cada tipo de iniciativa (Tabla 1) responde a una fuente 
de institucionalización, sin un orden jerárquico particular. 
Clasificación de la economía 
solidaria: variables e indicadores
A través de un análisis sintético, a la luz de los indicado-
res propuestos por EMES (Defourny y Nyssens, 2013), se discuten 
algunas de las características distintivas de los cuatro modelos 
de ES en tres dimensiones14: el proyecto económico, la misión 
social y la dimensión política (Tabla 2). Los modelos de ES deben 
ser considerados como ideal-tipos, los cuales, en lugar de cons-
tituir criterios prescriptivos, permiten posicionar cada categoría 
dentro de un conjunto de unidades e identificar subconjuntos 
(Defourny y Nyssens, 2013). Adicionalmente, debido a las especi-
ficidades del contexto ecuatoriano (trayectorias institucionales 
2 y 4), se completa este análisis con los planteamientos de Co-
raggio et al. (2015). Su enfoque es similar al de EMES; sin em-
bargo, su particularidad es que permite ampliar la comprensión 
de la dimensión política al analizarla más allá del ámbito de la 
gobernanza. Coraggio et al. (2015) exploran la dimensión polí-
tica desde el rol que las iniciativas de ES cumplen en la creación 
de espacios públicos – micro e intermedios – y los intercambios 
que estos espacios permiten entre los miembros y su entorno 
institucional. Esta interacción conduciría a una eventual cocons-
trucción de cuestiones sociales de las iniciativas de ES con las 
autoridades públicas (Laville, 2005b).
Dimensión económica
Para las cuatro categorías, el objetivo económico es con-
vergente. Este corresponde a la actividad de producir bienes y 
13 En 2015, las iniciativas de ES registradas generaron $ 96,7 millones en ventas, de los cuales 91% correspondió al mercado público y el 9% restante 
resultó de las ventas en el mercado privado (IEPS, 2016).
14 Entre noviembre de 2015 y febrero de 2016 en el marco del proyecto ICSEM (ver www.iap-socent.be/icsem-project), se condujeron entrevistas 
estructuradas a dirigentes y miembros de 12 iniciativas de producción y de servicios de la ES: tres organizaciones que operan bajo la figura legal de 
cooperativa, tres iniciativas que operan como asociaciones (urbana y rurales), tres organizaciones comunitarias (rurales), y tres iniciativas formalizadas, 
a partir del 2011, bajo la figura de asociaciones (periurbanas).
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servicios de manera continua. Esta condición hace que sea posi-
ble distinguir todos los modelos de ES de otros tipos de organi-
zaciones sin fines de lucro que cumplen una misión social, pero 
no realizan actividades económicas, tales como las estructuras 
de apoyo (ej., las fundaciones). 
Por un lado, las cooperativas y los nuevos emprendimien-
tos de economía popular sitúan a la actividad de producción 
como el motor principal, o uno de los más importantes, para 
la misma existencia misma de la organización. En ambas ca-
tegorías de organizaciones se propende a la realización de un 
margen económico por medio de sus transacciones económicas, 
sin descuidar otros objetivos sociales (principalmente en el caso 
de las cooperativas). Por otro lado, las dos categorías restantes 
(organizaciones comunitarias y organizaciones arraigadas en los 
movimientos sociales) relacionan directamente su objetivo eco-
nómico con la prestación de servicios colectivos para mejorar las 
condiciones de vida de sus miembros e incluso de sus comuni-
dades. Este es el caso, por ejemplo, de las organizaciones comu-
nitarias que proporcionan canales de riego en las zonas rurales.
Múltiples recursos y relaciones  
económicas
Siguiendo el enfoque de Polanyi (1944) aparece una de-
finición sustantiva de la economía que se opone a la concepción 
formal basada en una racionalidad de maximización de la utili-
dad. Este enfoque introduce la noción de pluralidad económica, 
según la cual las relaciones entre los diferentes actores que par-
ticipan en la actividad económica responden a una coexistencia 
de distintos principios (o lógicas de integración): el mercado a 
través de las ventas; la redistribución reflejada en las subvencio-
nes públicas; la reciprocidad desde las prácticas de retribución 
entre las organizaciones de ES y la colectividad de influencia; y 
la administración doméstica.
Para efectos de caracterización de los tipos de organiza-
ción de ES, esta pluralidad supone la combinación de recursos de 
varios orígenes. El siguiente análisis se basó en la identificación 
de la principal fuente de recursos (Gardin, 2006), considerada 
como determinante para el cumplimiento de los objetivos y las 
actividades productivas por parte de los entrevistados.
En cuanto al principio de la reciprocidad en particular, 
dado que durante la investigación de campo no se pudo realizar 
un análisis exhaustivo de las prácticas efectivas de las organiza-
ciones, el análisis se orientó a los discursos de los actores quienes 
asociaron espontáneamente este principio de “reciprocidad” con 
aquellas prácticas de donación (aportes voluntarios principal-
mente no monetarios de miembros de la comunidad). Sin em-
bargo, esta conceptualización de reciprocidad puede revelarse 
restrictiva, en la medida que limita este principio a una econo-
mía no monetaria y a un enfoque único de recursos. Con el fin 
de evitar un sesgo conceptual, se hace una inflexión en el uso 
Tipo Descripción general Tradición
Cooperativas
Organizaciones formales compuestas por un grupo de personas, asociadas 
voluntariamente, que buscan satisfacer sus necesidades económicas, sociales y culturales 
comunes, a través de prácticas basadas en principios de cooperación y ayuda mutua. 
Los miembros son, a priori, los principales beneficiarios de la actividad económica. Estas 
organizaciones operan, en principio, en un marco de democracia económica (mediante la 




basadas en una 
lógica comunitaria y 
territorial
Iniciativas, arraigadas en la economía popular, en las cuales sus miembros se relacionan 
por una pluralidad de vínculos (familiares, étnicos, culturales o de género). Caracterizadas 
por la importancia de la dimensión territorial, más allá de la noción de ubicación 
geográfica. Estas iniciativas incluyen el empoderamiento de sus miembros como objetivo 
de sus actividades. Operan en una lógica de autogestión, en el sentido estricto de manejo 
en partes iguales por parte de los trabajadores.
Asociativismo popular
Organizaciones 
encastradas en los 
movimientos sociales
Iniciativas arraigadas o no en la economía popular, cuyos miembros se relacionan por 
una pluralidad de vínculos (familiares, étnicos, culturales o de género). Caracterizadas por 
una dimensión política, estas iniciativas podrían aparecer como nuevas formas de acción 
colectiva con un proyecto explícito: la búsqueda de la transformación social, basada en 





Emprendimientos compuestos en su mayoría por emprendedores urbanos, pequeños 
negocios familiares, trabajadores autónomos, que no responden necesariamente a una 
lógica comunitaria. Estas iniciativas sirven principalmente intereses individuales o del grupo. 
La misión de estas iniciativas es la generación de ingresos y tienen un enfoque de mercado.
Marco institucional a 
partir de 2008
Tabla 1. Tipología de la ES en el Ecuador.
Table 1. ES typology in Ecuador.
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del concepto desde la propuesta de autores como Hillenkamp 
(2013), Servet (2007) y Sabourin (2011). Estos autores reconocen 
que la reciprocidad puede manifestarse como la forma domi-
nante de integración económica en las organizaciones de ES. Por 
su parte, Servet (2007, p. 255) reconoce que la reciprocidad “no 
se reduce ni a una práctica primitiva (desde un enfoque evolu-
cionista), ni a una relación de don/contra-don”. En la línea de 
Polanyi (1977), la reciprocidad es aprehendida como todo tipo 
de articulación e interdependencia voluntarias entre actores en 
el modo de organizar la actividad económica. Estas interdepen-
dencias se basan en la complementariedad y son construidas con 
una visión de bien común.
En cuanto a las cooperativas, sus miembros señalan los 
recursos provenientes del mercado, a través de la venta de 
bienes o servicios, como la principal fuente de financiamien-
to para la realización de sus actividades y la sostenibilidad 
de la organización. Estos actores identifican una proporción 
mínima de recursos provenientes de la reciprocidad (ej., tra-
bajo voluntario o donaciones por parte de estructuras de apo-
yo), y no mencionan la presencia de relaciones propias a la 
administración doméstica al interior de las organizaciones. 
Por el contrario, los miembros de estas iniciativas indican una 
presencia significativa de recursos provenientes de la redis-
tribución, particularmente en una forma no monetaria, como 
Tabla 2. Variables e indicadores.
Table 2. Variables and indicators.
Dimensión Variable Indicadores
Económica
Producción continua de 
bienes y/o servicios
La actividad productiva es la razón de ser, o una de las principales razones de ser, de la 
iniciativa.  La iniciativa de ES está directamente implicada en la producción de bienes o 
servicios.
La actividad productiva debe ser coherente con la misión social y con otros tipos de 
objetivos (ambientales y políticos) perseguidos por la iniciativa.
Viabilidad económica
La iniciativa no se sostiene únicamente por ingresos procedentes del mercado. Los recursos 
(y sus orígenes) pueden tener un carácter híbrido: mercado, subvenciones públicas, recursos 




Uno de los principales objetivos de la iniciativa es el servicio a la comunidad o a un grupo 
específico de personas (miembros y sus familias) para la satisfacción de necesidades 
materiales e inmateriales. 
Valorización del trabajo
La iniciativa prioriza la valorización del trabajo por encima de la acumulación de capital. Así, 






El poder para la toma de decisiones no se basa en la propiedad del capital. Se aplica el 
principio de «un miembro, un voto», o al menos un proceso de decisión en el que los 
derechos de voto no se dividen en función de la detención de capital. El poder de decisión 
es compartido entre los miembros de la iniciativa.
Los miembros participan activamente en la definición de asuntos de interés común (ej. la 
misión y las estrategias para alcanzarla).
Distribución de 
excedentes y 
destino de los 
mismos
Las iniciativas no distribuyen sistemáticamente los potenciales excedentes entre sus 
miembros. En caso que la distribución esté reglamentada, se lo hace de manera limitada 
para evitar conductas de maximización.
En caso de existir excedentes, éstos se destinan a actividades colectivas y favorables a la 





Más allá de la generación de empleo o de ingresos, la iniciativa apunta explícitamente en su 




La iniciativa busca lograr incidencia en asuntos públicos, más allá de los intereses propios 
de la organización, a través de la participación en procesos de deliberación en espacios 
públicos (de proximidad e intermedios) que incluyen actores externos a la organización 
(ej., afiliación a redes y organismos de intermediación política en las discusiones con 
autoridades públicas).
Fuente: basados en EMES (2012) y Coraggio et al. (2015).
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aquellos servicios de formación profesional en el marco de los 
programas públicos.
Los miembros de las organizaciones comunitarias identi-
fican los recursos provenientes del mercado como un factor cla-
ve en sus relaciones económicas. En cuanto al tipo de mercado, 
destaca que este tipo de iniciativas están muy frecuentemente 
vinculadas a los circuitos de comercio justo. Los entrevistados 
señalan que los recursos de la redistribución (bajo la forma de 
actividades de formación profesional por parte de las ONG o 
funcionarios del Estado), así como los recursos voluntarios (ej., 
donaciones de la comunidad) son primordiales para el cumpli-
miento de su misión. Estas iniciativas manifiestan asimismo el li-
mitado acceso a recursos públicos monetarios (ej., subvenciones 
o capitales reembolsables y no reembolsables) debido a las asi-
metrías de información que les impide disponer de las garantías 
de crédito solicitadas por las agencias públicas.
Referente a las organizaciones arraigadas en movimien-
tos sociales, los miembros señalan una proporción importante 
de recursos del mercado, obtenidos en circuitos cortos y redes 
de comercio justo. Sin embargo, los entrevistados identifican 
que las relaciones de mercado, de por sí, no garantizan la ge-
neración de beneficios colectivos en un sentido amplio (para los 
miembros y la comunidad). Las relaciones basadas en la reci-
procidad (principalmente las donaciones) y en la redistribución 
“delegada” (ej. servicios de financiación y de capacitación pro-
porcionadas por ONG y plataformas sociales) aparecen como las 
principales fuentes de recursos para asegurar la continuidad de 
sus actividades. Al igual que las organizaciones comunitarias, las 
iniciativas articuladas a los movimientos sociales no participan 
particularmente de subvenciones públicas. Estas iniciativas iden-
tifican fuertes obstáculos institucionales, como los criterios de 
selección aplicados por las autoridades públicas para acceder a 
recursos monetarios.
Concerniente a los nuevos emprendimientos de econo-
mía popular, los miembros señalan que los ingresos derivados 
de mercados cautivos desde una relación de redistribución (be-
neficios resultantes de los programas estatales (ver 3.4), o bajo 
la forma de financiación y de servicios de formación) son esen-
ciales para su funcionamiento. Sin embargo, los entrevistados 
concuerdan con la vulnerabilidad de este tipo de recursos que 
son susceptibles a posibles cambios de reglamentaciones. Por el 
contrario, estas iniciativas no señalan la presencia de recursos de 
la comunidad, pero indican que las relaciones propias a la admi-
nistración doméstica – es decir, la articulación de familias que 
participan en el emprendimiento, donde cada unidad procura 
atender a sus necesidades con sus propios recursos, particular-
mente su trabajo – son una estrategia importante para su sub-
sistencia, especialmente durante los períodos de vulnerabilidad.
Finalmente se subraya que este tipo de lectura, basada 
en los orígenes de los recursos y en el tipo de relaciones econó-
micas, contribuye al reconocimiento de la pluralidad económica 
en la cual las organizaciones operan. Estos principios económi-
cos pueden coexistir en una organización, en donde uno puede 
predominar frente a los otros sin anularlos (Maucourant, 1995).
Dimensión social: generación de 
empleo e ingresos
Los cuatro modelos de ES afirman explícitamente cum-
plir una misión de generación de empleo e ingresos, la cual 
todos priorizan como el objetivo principal de la actividad eco-
nómica para satisfacer así las necesidades de consumo de sus 
miembros. Esta misión es la razón por la cual las iniciativas de 
ES son actualmente objeto de las políticas públicas dirigidas 
a fomentar la inclusión socioeconómica y la reducción de la 
pobreza en el Ecuador (Castelao y Srnec, 2012). Es el caso, por 
ejemplo, de los nuevos emprendimientos de economía popular, 
cuyos miembros entrevistados asimilan la misión de generación 
de empleo como la validación y legitimación de su participa-
ción en los programas públicos.
Objetivos secundarios 
Más allá de la misión de creación de empleo y generación 
de ingresos, la dimensión social también podría abarcar otros 
objetivos, tales como la cohesión social, la reducción de des-
igualdades, entre otros (Coraggio et al., 2015). Las iniciativas de 
ES, por tanto, pueden prever múltiples objetivos.
En cuanto a las cooperativas y a las organizaciones co-
munitarias, ambos tipos de iniciativas consideran su misión de 
creación de empleo e ingresos como la “razón de ser” para ase-
gurar el sustento de sus miembros y de otros grupos dentro de 
sus comunidades de operación. En el caso particular de las or-
ganizaciones comunitarias, la noción de empoderamiento es un 
componente vital de su misión, puesto que éste representa uno 
de los principales beneficios que los miembros pueden desarro-
llar al participar en la organización. Lemaître y Helmsing (2012, 
p. 754-755) han resaltado que “la actividad económica en las 
organizaciones [podría aparecer] como un medio para empo-
derar a los trabajadores y tener así acceso a la ciudadanía [...] 
Estos últimos perciben poco a poco sus capacidades, tomando 
conciencia de la exclusión económica, social y política”. Estre-
chamente relacionadas a las estructuras intermedias de apoyo a 
la ES, tales como las ONG, la participación de las organizaciones 
comunitarias en los programas de formación (enfocados en la 
profesionalización y la “sensibilización”15) permiten a los miem-
bros acceder progresivamente al espacio público.
Por su parte, las organizaciones arraigadas en los movi-
mientos sociales mencionan la importancia de un objetivo ético 
15 Los actores se refieren como “sensibilización” a aquellos programas de formación centrados en la adquisición de conciencia sobre lo que otorga 
derecho a la participación. Este término subraya la configuración de una dimensión política incipiente dentro de las prácticas de las organizaciones.
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como parte de su misión social. Scarlato (2013) sostiene que este 
tipo de organizaciones desarrollan más una consciencia sobre los 
derechos democráticos, y las capacidades colectivas necesarias 
para la búsqueda del bien común en el medio y el largo plazo, 
respecto de otros tipos de iniciativas que reflejan en su misión 
intereses inmediatos. Se discute más sobre este tema en la sec-
ción 3.4 referente a la dimensión política de la ES.
Valorización del trabajo
En su discurso, los cuatro tipos de iniciativas de ES prio-
rizan la valoración del trabajo sobre el capital en el modo de 
participación de los miembros en la organización. 
En las organizaciones comunitarias y las organizaciones 
arraigadas en los movimientos sociales, los entrevistados indican 
que la mayoría de sus trabajadores son también miembros de la 
organización, propietarios y a la vez beneficiarios de los recur-
sos. En estas iniciativas se manifiesta que existe una presencia 
mínima de trabajo remunerado. Por el contrario, en los nuevos 
emprendimientos de economía popular, los miembros no son ne-
cesariamente trabajadores, y hay una presencia significativa de 
trabajo remunerado. Este es el caso, por ejemplo, de los empren-
dimientos de confección textil, donde los trabajadores asumen 
una relación laboral de dependencia en condición de empleados 
y, cuya duración es variable. Los entrevistados mencionan que 
las actividades de producción durante los períodos de participa-
ción en programas estatales (ej. confección de uniformes para la 
provisión en escuelas públicas) exigen, en ocasiones, una parte 
significativa de trabajo subcontratado. En ocasiones, la remune-
ración no se realiza de manera formal (por ejemplo, cuando la 
remuneración es inferior al salario mínimo unificado, relativa a 
la jornada de trabajo). En cuanto a las cooperativas, los trabaja-
dores son, a priori, miembros de la organización. Sin embargo, 
esta condición puede variar de un campo de actividad a otro. 
A modo de ejemplo, el trabajo remunerado en las cooperativas 
de transporte es representativo, puesto que existe una relación 
contractual entre los socios, propietarios de los vehículos, y los 
operarios (conductores). Estos últimos intervienen como em-
pleados y no (o apenas) toman acción directa en la gestión de la 
organización (Ruiz Rivera, 2014). 
Dimensión política: estructura  
de gobierno
En esta sección se analizan los aspectos concernientes a 
la propiedad, particularmente los procesos de toma de decisio-
nes y los mecanismos de distribución de excedentes en cada tipo 
de organización de ES.
Toma de decisiones
En los cuatro modelos de ES observados, los entrevistados 
mencionaron que, por principio, la toma de decisiones se basa en 
criterios ajenos a la propiedad del capital. Sin embargo, existen 
ciertas especificidades con respecto al tipo de organización.
Las cooperativas afirman que la operación de sus activi-
dades productivas se realiza en un marco de propiedad conjunta, 
pero de democracia económica indirecta. De hecho, la LOEPS 
instaura que estas organizaciones deben establecer órganos de 
representatividad: una asamblea general, un consejo de admi-
nistración y un consejo de vigilancia, para lo cual los miembros, 
en partes iguales, eligen sus representantes. Los entrevistados 
declaran que la práctica corresponde a “un trabajador equivale 
a un voto” en concordancia con los principios promovidos por la 
Alianza Cooperativa Internacional (ACI). Los miembros delegan 
el poder a sus representantes para la toma de ciertas decisiones 
de la operación cotidiana. Sin embargo, la asamblea general es 
el órgano supremo para la toma de decisiones que determina la 
sostenibilidad de la organización. 
En cuanto a las organizaciones comunitarias y a las or-
ganizaciones arraigadas en los movimientos sociales, ambos ti-
pos de iniciativas sitúan a la autogestión en el centro de sus 
prácticas. La autogestión, de acuerdo con Lemaître y Helmsing 
(2012, p. 755), se refiere a la administración de la organización 
“en partes totalmente iguales”, donde “los miembros detienen 
el poder en igual proporción”. En este sentido, los entrevistados 
de ambos tipos de organizaciones expresan su voluntad de lo-
grar una participación activa de todos los miembros, tanto en 
la definición de la misión, así como en los medios y estrategias 
para lograrla. Así mismo, esta participación implicaría compartir 
el conocimiento (sobre asuntos relacionados a los clientes, pro-
veedores, estructuras de apoyo, redes, entre otros grupos de in-
terés). En los nuevos emprendimientos de economía popular, los 
procesos de toma de decisiones no involucran necesariamente la 
participación de todos los miembros: los miembros pueden dele-
gar el poder a un líder (fundador de la iniciativa, en la mayoría 
de los casos) que tiene la tarea de ejercer las responsabilidades 
de gestión de la organización. 
Destaca que los varios tipos de organizaciones de ES, ex-
cepto las cooperativas, pueden superponerse y navegar entre las 
prácticas de autogestión y de democracia económica indirecta. 
Este tipo de elección depende también de la forma jurídica que 
las iniciativas adoptan. Por tanto, una vez que las organizaciones 
de cualquier categoría (comunitarias, arraigadas en movimien-
tos sociales, o nuevos emprendimientos de economía popular) 
optan por registrarse como “asociaciones”, éstas serán legalmen-
te obligadas a elegir un director general y establecer órganos de 
representatividad: una junta administrativa (compuesta por 3 a 
5 miembros), y una junta de vigilancia (máximo 3 miembros).
Distribución de los excedentes
Las normas establecidas para la distribución de ingresos y 
excedentes difieren en función del tipo de iniciativa.
Los entrevistados de las cooperativas manifiestan que la 
LOEPS obliga a conformar un “fondo de reserva legal”, el cual 
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es indivisible y reservado a resolver únicamente contingencias 
económicas. Este fondo corresponde por lo menos al 50% del 
excedente anual. Así mismo, las cooperativas deben contribuir, 
por ley, hasta un 5% de sus excedentes al organismo nacional de 
control (Superintendencia).
Por el contrario, en las organizaciones comunitarias y en 
las organizaciones arraigadas en los movimientos sociales no 
existen sistemáticamente criterios formales sobre la repartición 
de excedentes. Las condiciones son establecidas en los reglamen-
tos internos de las iniciativas. Al respecto, los entrevistados de 
ambas categorías manifestaron que los recursos generados por 
este concepto se distribuyen según criterios de productividad, ta-
les como las horas trabajadas o las unidades efectivamente pro-
ducidas. En caso de existir excedentes al final del año fiscal, esos 
recursos se asignan a proyectos colectivos, tales como programas 
de capacitación dirigidos a los miembros, actividades de recrea-
ción, o eventos organizados para sus familias y la comunidad.
En cuanto a los nuevos emprendimientos de economía 
popular, los entrevistados manifiestan que los ingresos son regu-
larmente ínfimos y, en caso de existir excedentes, estos se distri-
buyen entre los miembros en función del trabajo cumplido. Este 
tipo de iniciativas se caracteriza por la volatilidad y la fragilidad 
organizativa en la creación de trabajo e ingresos estables.
Dimensión pública
Adicionalmente a la estructura de gobierno, otros crite-
rios relacionados con la dimensión política a la luz de Coraggio 
et al. (2015) se revelan necesarios para caracterizar la ES en el 
Ecuador. En esta sección, se analiza la existencia de un objetivo 
político explícito, así como la dimensión pública de cada tipo de 
organización. Las observaciones sugieren que la presencia y la 
apropiación de una dimensión política por parte de las iniciati-
vas de ES permite un mejor entendimiento sobre la articulación 
de estas últimas con otros actores externos (como las estructu-
ras de apoyo y las autoridades gubernamentales). Este análisis 
avanza criterios definitorios para la distinción de un tipo de ES 
frente a otro.
Objetivo político y participación en 
espacios públicos
Además de los objetivos socioeconómicos, las iniciativas 
de ES podrían reivindicar un objetivo político explícito, orienta-
do hacia el cambio institucional (Coraggio et al., 2015). Esta di-
mensión política se observó mediante el examen de la dimensión 
pública de las iniciativas, la cual se refiere a su participación en 
el espacio público. Se observó así la voluntad de las iniciativas 
de relacionarse con actores externos para discutir y debatir sobre 
cuestiones de interés general, así como la toma de decisiones 
más allá de los intereses propios a la organización. Coraggio et 
al. (2015) sostienen que la presencia de esta dimensión pública 
en las organizaciones de ES podría contribuir a un escenario de 
coconstrucción de la acción pública, no sólo como la producción 
del Estado, sino impulsada también por la ES. Esta dimensión 
se refiere así a la creación de espacios públicos autónomos (ba-
sados en la proximidad), y a la participación de las iniciativas 
en espacios públicos intermedios, cuyo objetivo es impulsar un 
cambio institucional (Greenwood y Suddaby, 2006).
Los miembros de las cooperativas, las organizaciones co-
munitarias y las organizaciones encastradas en los movimien-
tos sociales declaran que, dentro de sus actividades, se prevé la 
creación de espacios públicos autónomos (como ferias de co-
mercialización directa) en los cuales, adicionalmente a las acti-
vidades de intercambio comercial, se discute y delibera sobre las 
cuestiones de interés común. Para los entrevistados, esta acción 
colectiva hace posible evaluar de forma continua los intereses y 
valores de la organización, así como construir un proyecto polí-
tico a largo plazo.
En cuanto a la participación en espacios públicos inter-
medios, las cooperativas suelen tener membresía oficial dentro 
de federaciones sectoriales, lo que según estas iniciativas facilita 
su participación en el espacio público. Sin embargo, los entre-
vistados identifican la búsqueda de un objetivo político como 
subsidiario con respecto a sus objetivos económicos y sociales. 
Los líderes de las cooperativas resaltaron su participación acti-
va en la construcción de la LOEPS, calificando esta experiencia 
como la concretización histórica de un proyecto político de re-
conocimiento institucional. Hoy en día, la búsqueda de un pro-
yecto político se sitúa en un plano implícito y no necesariamente 
compartido por todos los miembros.
Por su parte, las iniciativas basadas en una lógica co-
munitaria identifican la búsqueda de un objetivo político como 
parte importante de su misión. Sin embargo, lo que define y de-
limita el alcance de todo proyecto político de las organizaciones 
comunitarias es su interacción con las estructuras intermedias 
(en su mayoría ONG y plataformas sociales). Estas últimas son 
más propensas a fomentar espacios de diálogo entre una plura-
lidad de actores (incluidas las autoridades públicas) en los cuales, 
según Lemaître y Helmsing (2012), puede aparecer la necesidad 
de reparación social y emancipación. Por ejemplo, las experien-
cias de cajas de ahorro tienden a adherir, de forma sistemática, 
su discurso a la crítica promovida por las ONG sobre la exclusión 
y la marginación del sistema bancario tradicional. Destaca que 
esta adhesión de las iniciativas comunitarias a los organismos 
de representación (como las federaciones) está principalmente 
motivada por la oportunidad que la relación simboliza en térmi-
nos de acceso a mercados y a las actividades de formación, y no 
necesariamente impulsada por un proyecto político.
En lo que respecta a las organizaciones arraigadas en los 
movimientos sociales, su objetivo político se evidencia explícita-
mente en la capacidad de crear espacios públicos autónomos, a 
la vez que en la disposición de participar en espacios intermedios 
con las autoridades públicas. Los entrevistados consideran como 
una actividad crucial la búsqueda de intercambios reiterados con 
múltiples actores fuera de la organización, con la finalidad de 
discutir y deliberar sobre asuntos públicos. A modo de ejemplo, 
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las asociaciones de mujeres dedicadas a la producción artesa-
nal, articuladas al Movimiento Nacional de Mujeres Populares, 
las cuales, mediante encuentros periódicos con el movimiento, 
logran traducir sus preocupaciones sobre la justicia de género a 
nivel local. El movimiento juega para estos grupos un papel de 
interlocutor para ejercer presión política y posicionar las deman-
das y propuestas de las mujeres en el espacio público nacional. 
Así mismo, este tipo de organización lleva consigo una dimen-
sión política transnacional, gracias a la contribución que hacen 
sus miembros en el debate regional sobre cuestiones como la 
pobreza y la agenda de los Objetivos de Desarrollo del Milenio.
Los nuevos emprendimientos de economía popular de-
claran que no tienden a relacionarse con organizaciones inter-
medias tales como las federaciones y las plataformas sociales. 
Estas iniciativas no revelan un objetivo explícito en términos de 
participación política. Los entrevistados afirman que sus rela-
ciones con ciertos públicos de interés, como las autoridades gu-
bernamentales o los proveedores de materia prima, se limitan a 
acciones puntuales en el marco de los programas estatales en los 
que participan, en particular durante la fase de ejecución. Estas 
articulaciones no responden a una motivación política.
La Tabla 3 resume cada tipo de organización de ES según 
los criterios antes mencionados.
Estos modelos pueden ser ilustrados en diferentes cam-
pos de actividad económica. La Tabla 4 presenta ejemplos con-
cretos de iniciativas, tanto establecidas como emergentes, en el 
panorama institucional ecuatoriano.
Conclusión
Un análisis histórico a la luz del concepto de arraigo 
político (Lemaître, 2009) permitió resaltar la pertinencia de 
un diálogo entre las dimensiones socioeconómica y política 
para caracterizar el proceso de institucionalización de la ES 
en el contexto institucional ecuatoriano. La perspectiva ma-
croinstitucional permitió trazar las(s) trayectoria(s) asumidas 
por varios tipos de iniciativas que se reivindican como ES y 
el camino hacia su reconocimiento en el espacio público y en 
el campo de las políticas públicas. Este proceso de inscrip-
ción de la ES en la acción pública se revela dinámico y como 
resultado de una serie de relaciones de influencia recíproca, 
en tensión, entre diferentes categorías de actores: las organi-
zaciones, las estructuras de apoyo y las autoridades públicas 
gubernamentales. En determinados periodos, el proceso de 
institucionalización estructuró las condiciones para la expan-
sión y la consolidación de la ES, conservando sus objetivos 
distintos a la única finalidad de maximización de beneficios 
económicos; y en otros periodos, este proceso afectó a la na-
turaleza misma de las iniciativas, lo cual se traduce en un 
isomorfismo institucional. 
Los resultados de esta investigación sugieren cuatro ca-
tegorías de iniciativas de ES: las cooperativas, las organizaciones 
comunitarias, las organizaciones arraigadas en movimientos so-
ciales y las nuevas formas de economía popular mercantil. Esta 
propuesta pretende contribuir a una clasificación de las inicia-
tivas de ES que operan activamente en el contexto ecuatoriano. 
Más allá de la clasificación legal actual, la tipología presentada 
se revela consistente con lo que los distintos actores y autorida-
des públicas identifican como economía solidaria en sus discur-
sos. Cabe señalar que la tipología propuesta en el presente artí-
culo no pretende ser concluyente ni, por lo tanto, generalizable. 
En lugar de constituir fronteras rígidas entre cada categoría, 
esta contribución busca destacar algunos rasgos particulares de 
las diferentes formas de organización de la ES en el Ecuador. 
Estas características se refieren a las dimensiones económica, so-
cial y política de las organizaciones de ES, a la vez que da cuenta 
de su (potencial) dimensión pública. 
Tabla 4. Ejemplos de iniciativas de ES en el Ecuador según el campo de actividad económica.
Table 4. Exemples of ES initiatives in Ecuador according to their field of economic activity.
Campo de actividad




Nuevos emprendimientos de 
economía popular
Producción Coop. de producción 
agrícola
Asociaciones de manufactura 
artesanal
(generalmente operan en un 
marco de comercio justo)




asociaciones para la 
manufactura (textiles)
Servicios
Coop. de servicios 
turísticos Proyectos de turismo 
comunitario





Financiamiento Coop. de ahorro y 
crédito
Cajas de ahorro y bancos 
comunales
Dispositivos de 
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Una investigación a profundidad de las prácticas efecti-
vas de las iniciativas de ES, más allá de lo que los actores com-
parten en sus discursos, sobrepasa el alcance de este documen-
to. Se reconoce, sin embargo, la necesidad de complementar un 
análisis macro-institucional con un examen comprehensivo a ni-
vel micro organizacional, particularmente las formas concretas 
de integración de los distintos principios económicos (recipro-
cidad, redistribución, intercambio y administración doméstica). 
El reto consiste en continuar desarrollando investigación em-
pírica que, desde un análisis en el cual dialogan los niveles ma-
croinstitucional (lectura histórica) y micro organizacional, dé 
cuenta de la heterogeneidad de un sector que ha sido y está 
siendo ampliamente institucionalizado en el Ecuador.
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